
 Honorable Consejero de Estado 

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO 

Presidente Consejo de Estado 

E.S.D 

 

 

Asunto. Acción de nulidad por inconstitucionalidad en contra del decreto 0044 del 30 de 

enero del 2024 “Por el cual se establecen criterios para declarar y delimitar reservas de 

recursos naturales de carácter temporal en el marco del ordenamiento minero-ambiental 

y se dictan otras disposiciones” 

 

 

ÓSCAR LEONARDO VILLAMIZAR MENESES, identificado con cédula de ciudadanía 

No. 91.540.094 de Bucaramanga, representante a la Cámara; me permito interponer ante el 

Honorable Consejo de Estado acción de Nulidad por Inconstitucionalidad de conformidad 

con lo establecido en el numeral 2 del artículo 237 de la Constitución Política, el numeral 5 

del artículo 111, 135, 149, 162 a 175 y 184 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo (en adelante CPACA) en contra del decreto 0044 del 30 

de enero del 2024 “Por el cual se establecen criterios para declarar y delimitar reservas de 

recursos naturales de carácter temporal en el marco del ordenamiento minero-ambiental y 

se dictan otras disposiciones” proferido por los ministros de las carteras de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible y; Minas y Energía. 

 

I. ACCIÓN 

 

Interponemos la acción de nulidad por inconstitucionalidad prevista en el artículo 135 del 

CPACA. 

 

II. NORMAS CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS 

 

PREAMBULO. En ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la 

Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer 

la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la 

justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, 

democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y 

comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona 

y promulga la siguiente: Constitución Política de Colombia 

 

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 

República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 

democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 

trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
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ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 

afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 

independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica 

y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes 

en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para 

asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

 

ARTICULO 26. Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir 

títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de 

las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de 

libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social. 

Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura 

interna y el funcionamiento de éstos deberán ser democráticos. 

La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles. 

 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante 

juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 

juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 

preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

 

ARTICULO 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos 

naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 

sustitución. 

Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 

sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 

Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las 

zonas fronterizas. 

 

ARTICULO 332. El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no 

renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes 

preexistentes. 

 

ARTICULO 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los 

límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, 

sin autorización de la ley. 

La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 
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La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. El 

Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 

El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica 

y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición 

dominante en el mercado nacional. 

La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el 

ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 

 

III. PRETENSIONES 

 

PRIMERO: Que se declare la nulidad por inconstitucionalidad del decreto 0044 del 30 de 

enero del 2024 por contrariar los mandatos constitucionales contenidos en el preámbulo y los 

artículos 1, 2, 26, 29, 80 parcial, 332, 334 y otros que encuentre transgredidos el honorable 

Consejo de Estado 

 

IV. SOLICITUD MEDIDA CAUTELAR 

 

La suspensión provisional es una medida idónea y procedente en el sub judice ya que sólo 

suspendiendo los efectos del decreto 0044 de 2024 se evita el perjuicio irremediable de la 

pérdida de puestos de trabajo, ingresos fiscales y derechos adquiridos de los proyectos 

mineros que el decreto referenciado explícitamente pretende afectar sin pasar por estudios 

técnicos y participación plural de los destinatarios del decreto. 

 

Si bien el decreto pretende camuflarse como un acto administrativo de carácter general, 

evitando así la interposición de recursos contra este como lo establece el artículo 75 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, lo cierto es 

que los destinatarios de la norma los contempla expresamente en su artículo 4 y 6 dándole el 

alcance normativo al decreto frente a los proyectos mineros que podrán ser restringidos o 

excluidos” 

 

ARTÍULO 4. Alcance de la declaratoria de reserva temporal. A partir de la declaración 

de reservas de recursos naturales de carácter temporal, el Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible y autoridades ambientales competentes, bajo el principio de 

colaboración armónica con las entidades del sector minero energético, deberán adelantar 

los estudios técnicos necesarios y los procesos correspondientes sobre las áreas 

susceptibles de ser declaradas como áreas protegidas u otras estrategias de conservación 

ambiental, bajo un enfoque participativo. 

Las áreas delimitadas podrán culminar con la restricción o exclusión definitiva de la 

minería, de conformidad con los artículos 34 y 35 de la Ley 685 de 2001 o aquellos que 

lo modifiquen o sustituyan. 

PARÁGRAFO. Dentro del término de vigencia de la declaratoria de reservas de recursos 

naturales de carácter temporal, en caso de que existan títulos mineros y/o contratos de 

concesión minera inmersos en cualquiera de las causales y/o formas de terminación 
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establecidas en la Ley 685 del 2001 o los instrumentos mineros correspondientes, las 

autoridades competentes harán los requerimientos respectivos y tomarán las medidas a 

que haya lugar y orientarán, cuando así proceda, el cierre definitivo de las operaciones 

mineras. Lo anterior, una vez surtidos los trámites y procedimientos establecidos en los 

artículos 108 al 112 y 288 del Código de Minas. 

Los programas de cierre definitivo se podrán orientar a la rehabilitación, la transición 

energética o productiva de uso sostenible, o cualquier otro de los fines previstos en el 

artículo 47 del Decreto Ley 2811 de 1974, para lo cual se coordinarán las autoridades 

competentes.  

En todo caso, se deberá dar cumplimento a las obligaciones ambientales pendientes y 

aquellas que surjan con ocasión de la destinación que se defina para las áreas 

respectivas, en los términos y condiciones que establezca la autoridad ambiental 

competente en el instrumento de manejo y control ambiental. 

 

Así las cosas, previo a delimitar el asunto de la violación constitucional, le solicito a este 

despacho suspenda provisionalmente los efectos del decreto debido a que por ministerio 

mismo del decreto demandado los destinatarios de este, las mineras que hoy están en 

funcionamiento o en proceso, no van a tener la más mínima posibilidad de ejercer derecho o 

recurso alguno ya que la delimitación que se abroga el ministerio e forma unilateral se hace 

previo a las decisiones que se tomarían frente a las actividades legales de minería que hoy se 

desarrollan, forzándolas a estar en una frontera establecida por un funcionario de manera 

subjetiva, ya que, la susceptibilidad de la tierra de ser declarada como de “reserva temporal” 

está a discreción del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y solo posterior a ese 

paso se vincula el “sector minero energético”, sector que no determina quienes lo componen 

dejando en un limbo jurídico la situación económica y laboral de las mineras legalmente 

establecidas. 

 

Debido a que el ministerio presentó el decreto de la referencia como uno de carácter general 

y no particular, las mineras no tuvieron la oportunidad procesal de impugnar dicho decreto 

ni participar de su construcción aun siendo las únicas perjudicadas con la medida, ya que en 

el decreto no establece que alguna otra actividad vaya a ser susceptible de limitaciones en su 

ejercicio económico aun dentro de la reserva, sino exclusivamente para la exploración o 

explotación de minerales, por lo que solo es la suspensión provisional la medida para proteger 

los derechos económicos y fundamentales de las mineras además de evitar un precedente 

perverso para futuras decisiones arbitrarias de las autoridades del ejecutivo que no le 

permiten a los destinatarios el derecho al debido proceso y los recursos de ley. 

 

 

V. NORMA ACUSADA 
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VI. HECHOS 

 

PRIMERO. El 15 de julio del año 2023 el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 

publica en su página oficial un decreto de delimitación de las zonas de reserva. La ministra 

Susana Muhamad, cabeza de la cartera de Ambiente y Desarrollo Sostenible se refirió así a 

la publicación: 

 

“Hemos publicado el borrador de un decreto en cumplimiento de varias sentencias del 

Consejo de Estado y la Corte Constitucional. Con referencia al cumplimiento de la sentencia 

del Consejo de Estado de agosto de 2022, allí se nos ordena al sector minas y energía y al 

sector ambiente, ordenar el gran desorden minero ambiental generado por anteriores 

gobiernos… Lo que quiere evitar es que se otorguen nuevos títulos y licencias en aquellos 

ecosistemas sensibles donde nunca debió haber minería y así impedir que se generen más 

problemas jurídicos, pues nos exhorta a generar estas reservas temporales” negrilla propia 

 

SEGUNDO. El día 29 de septiembre en el marco del Congreso Nacional de Minería, la 

ministra Susana Muhamad amplió la explicación del decreto refiriéndose así acerca de este: 

 

“Lo que quiere evitar es que se otorguen nuevos títulos y licencias en aquellos ecosistemas 

sensibles donde nunca debió haber minería y así impedir que se generen más problemas 

jurídicos, pues nos exhorta a generar estas reservas temporales… clarificamos primero que 

este decreto, que surge en respuesta a una sentencia del Consejo de Estado que nos obliga 

a ordenar el sector mineroambiental, es una sombrilla que genera los criterios y 

lineamientos, pero que la definición de cada una de las reservas tendrá un acto 

administrativo específico, una resolución que justifique técnicamente por qué se declara la 

reserva” 

 

TERCERO. El 30 de enero de 2024 finalmente se expide el decreto objeto del presente 

medio de control. 

 

VII. FUNDAMENTOS DE DERECHO Y CONCPETO SOBRE LA 

VIOLACIÓN 

 

a. Sobre el Preámbulo 

 

El preámbulo constitucional establece que los delegatarios del pueblo deben actuar 

protegiendo los principios que se establecen en él, dentro de los que están la igualdad, la 

justicia donde se garantice un orden político y económico justo dentro de un marco jurídico, 

democrático y participativo. 

 

Parte de las garantías en un Estado social de derecho es que aquellos que ostenten la 

delegación del poder, en este caso, la rama ejecutiva a través del ministerio, garanticen en 

sus decisiones que sean tomadas en un marco que reconozca la participación ciudadana y 
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respete la igualdad ante la ley, presupuestos que no se cumplieron en lo absoluto, pues el 

decreto lejos de ser construido con los afectados y buscar salidas concertadas que permitieran 

mitigar las afectaciones económicas de las empresas dedicadas a la explotación de minerales, 

tomándolos como únicos afectados y única actividad que se va a limitar o prohibir 

TEMPORALMENTE por el decreto 0044 del 2024, esa temporalidad de 5 años implicaría 

indefectiblemente la inviabilidad financiera de los proyectos y la pérdida de las inversiones 

realizadas. 

 

Los procedimientos participativos existen precisamente para garantizar la inclusión de los 

miembros del Estado, y evitar las decisiones arbitrarias que desfavorezcan injustamente un 

sector como es este caso, irrespetando los derechos adquiridos y desconociendo las buenas 

prácticas ambientales que tiene hoy la industria. 

 

b. Sobre el artículo 1 y 2 

 

En el mismo sentido del preámbulo el artículo 1 reitera los cimientos del Estado colombiano, 

están en la garantía de la participación y el pluralismo con respeto por la dignidad humana y 

el trabajo.    

Ha sido objeto de debate en la sede de la Corte Constitucional sobre el alcance del concepto 

de “pluralismo” ha dicho la corte: 

 

“la libre manifestación y comunicación del pensamiento, así como el libre flujo social de 

información, ideas y opiniones, han sido erigidos en la condición indispensable de 

prácticamente todas las demás formas de libertad, en un prerrequisito para evitar la atrofia 

o el control del pensamiento, y un presupuesto cardinal de las sociedades políticas abiertas, 

pluralistas y democráticas” (Sentencia T-391/2007)   

 

No se puede construir, ni garantizar el pluralismo cuando se veta la participación de un sector 

tan importante de la vida económica como la industria minero energética que no solo 

representa una visión del desarrollo de un país que muchos comparten, trabajadores que 

merecen se les respete su estabilidad laboral y no se vea afectado su mínimo vital y dignidad 

humana por una decisión unilateral de un funcionario estatal.  

 

La forma en la que se expidió este decreto contraría todo aquello que debe representar el 

Estado colombiano pues ni siquiera puede el ministerio escudarse en la protección del interés 

general sobre el particular pues, la motivación del decreto no se basa en la certeza de un daño 

medioambiental o la presencia de mineras en zonas donde esté verificado un detrimento grave 

o visible al medio ambiente, sino en el principio de precaución. Así lo manifiesta el decreto: 

 

“Que el Decreto 1374 de 2013 desarrolló la posibilidad de adelantar programas de 

conservación o preservación de estos recursos y del ambiente, a través del principio de 

precaución, indicando que el mismo se soporta tanto en las normas constitucionales como 

en las previsiones del Convenio de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica; y 
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que en el ordenamiento el mencionado principio de precaución se ve reflejado en el 

numeral 6 del artículo 1 de la Ley 99 de 1993, conforme al cual, cuando exista peligro de 

daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como 

razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del 

medio ambiente. 

  

Que la Corte Constitucional en Sentencia C~293 de 2002 declaró constitucional el 

principio de precaución contenido en la Ley 99 de 1993 y señaló que con su aplicación 

no se violan los artículos constitucionales relacionados con trabajo, propiedad, derechos 

adquiridos, "sí, como consecuencia de una decisión de una autoridad ambiental que, 

acudiendo al principio de precaución, con los límites que propia norma legal consagra, 

procede a la suspensión de la obra o actividad que desarrolla el particular, mediante el 

acto administrativo motivado, si de tal actividad se deriva daño o peligro para los 

recursos naturales o la salud humana, así no exista la certeza científica absoluta". 

 

De manera que la decisión que adoptará el ministerio en desmedro grave ya no solo de las 

empresas mineras y sus ganancias, sino del mismo país siendo este sector el que más aporta 

vía impuestos y vía regalías va a afectar el recaudo de forma grave. Llama la atención que, 

para este decreto, no se hizo análisis económico alguno. 

 

El Estado si bien es dueño del subsuelo y concesiona su explotación, es una actividad 

económica legal, que no puede ser interrumpida o prohibida por el ejecutivo, pues la 

prohibición a las actividades económicas, es una competencia del Congreso, no del ejecutivo, 

menos cuando el criterio es una suposición que no responde a criterios técnicos teniendo la 

tecnología disponible para hacerlo sin recurrir a la suposición que implica el principio de 

precaución.  

 

Además de lo anterior, pasa por encima de la descentralización, ya que la Constitución nunca 

le delega la función medio ambiental al ministro de ambiente de turno, por el contrario, 

Colombia ha avanzado en el resguardo de la descentralización a través, por ejemplo, de la 

autonomía ambiental, permitiendo que se establezcan por medio de las Corporaciones 

Autónomas Regionales el mejor camino para las diferentes regiones ambientales atendiendo 

a los diferentes ecosistemas que existen en el país, no volviendo al centralismo en el que un 

funcionario del nivel nacional puede disponer de los territorios a su antojo prohibiendo 

actividades económicas sin consultar con aquellos que administran estos. 

 

c. Sobre el artículo 29 y artículo 80 

 

Como se esbozó en el acápite sobre la medida cautelar, el no permitirles a los directos 

destinatarios del acto administrativo, siendo solo ellos los afectados, como lo reconoció la 

ministra en el Congreso Nacional de Minería participar en la construcción del decreto, como 

se acostumbra, pero ni siquiera poder interponer los recursos de ley que permitiera exponer 
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sus argumentos expidiendo el decreto como uno de carácter general es una flagrante violación 

al debido proceso administrativo. 

 

La Constitución dentro de lo que especifica a la obligación de cuidado del medio ambiente 

está el deber de planificación, deber que aquí no existe pues se expide el decreto sin ni 

siquiera tener en cuenta el marco legal vigente, los derechos de tercero y la tecnología 

disponible para acotar las zonas que realmente hoy son reservas por su importancia 

ambiental, usando en el cuerpo del decreto conceptos tan amplios que en cuya sombrilla 

podría caber cualquier zona que se quiera, al arbitrio de la autoridad administrativa pues los 

criterios establecidos en el artículo 2 establece que se podrán declarar como reservas: 

 

1. Donde haya presencia de ecosistemas de importancia ambiental o valores de 

conservación 

2. Donde haya prestación de servicios ecosistémicos. 

3. Donde haya presencia de áreas de importancia para la conservación de recursos 

hídricos que surtan de agua que soporten la seguridad alimentaria de acuerdo a un 

inventario que el mismo ministerio realice como cabeza del SINA 

4. Donde haya procesos de degradación que requieran acciones de restauración en sus 

diferentes enfoques. 

 

¿Qué es un ecosistema de importancia ambiental o de valor de conservación? ¿Qué 

significa valor de conservación? ¿Qué es la prestación de un servicio ecosistemico? 

¿Dónde está definido el servicio ecosistemico? ¿Cómo se determina que un acuífero 

soporta la seguridad alimentaria? ¿Quién define la seguridad alimentaria en el contexto 

de una reserva? ¿Qué se entiende por proceso de degradación? ¿Cuál es la restauración 

en sus diferentes enfoques? ¿Quién va a sumir el costo de la restauración? ¿Cuánto 

tiempo tarda? 

 

El derecho administrativo, cuando se van a afectar los derechos de terceros y se va a generar 

una reglamentación tan técnica y delicada en todo nivel, económico, social, laboral, 

ambiental, mineral no puede, acudir a conceptos vacíos de contenido, imposibles de delimitar 

en la vida jurídica y que dan tal nivel de amplitud que cualquier ciudad del país que alguna 

vez fue humedal puede entenderse como en proceso de degradación e interrumpir actividades 

económicas. Este decreto es un pésimo precedente sobre los límites del gobierno nacional 

que incluso, va a afectar territorios que tienen autonomía administrativa y autonomía 

ambiental. 

 

d. Artículo 332 y 333 

 

El ministerio de ambiente comete un error conceptual frente a la economía, confundiendo las 

políticas económicas con el modelo económico que corresponde al libre mercado. Dice el 

decreto: 
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“Que de conformidad con los artículos 332 y 334 de la Constitución Política, el Estado 

es propietario de los recursos naturales no renovables y tiene a cargo la dirección general 

de la economía, por tanto, este intervendrá en la explotación de los recursos naturales 

con el fin de conseguir, en el plano nacional y territorial, la preservación de un ambiente 

sano, entre otros fines.” 

 

Si bien el Estado por ministerio del artículo 334 si interviene en la dirección general del 

Estado, está supeditado a la ley que establece los límites de intervención, y en todo caso para 

el sector de recursos naturales no renovables, como la minería, se lee en armonía con el 332 

y 333 que establece de forma clara el respeto por la libre iniciativa privada, dentro de los 

límites del bien común. 

 

En el caso del decreto, y como ya se dijo en acápite anterior, el bien común en este caso es 

presuntivo a nivel ambiental y contraproducente a nivel económico, fiscal, laboral y 

comercial. Pues bajo la especulación del principio de precaución, la vaguedad de los términos 

que usa va a clausurar un sector que hoy aporta 20.5 billones en regalías que son de inversión 

territorial para acueductos, alcantarillado, salud, educación; además de los 4.2 billones que 

aportan en otros impuestos que llegan directamente al presupuesto general de la Nación para 

la financiación de obras sociales, más de 150.000 empleos directos que hoy no tiene el 

gobierno como reabsorber y ni siquiera establece ese criterio en el decreto y una afectación 

a la balanza comercial del país ya que los minerales representan en venta externa alrededor 

de 4.900 millones de dólares al año. 

 

Las pérdidas para Colombia superan por mucho lo que se van a afectar las mineras, pero, 

sobre todo, no se puede permitir que este sea el derrotero normativo para futuros decretos del 

gobierno nacional que pasa por encima de la Constitución. 

 

 

VIII. COMPETENCIAS 

 

El Consejo de Estado es competente para conocer de este proceso en virtud del artículo 237.2 

de la Constitución Política de Colombia y los artículos 135, 149, 162 a 175 y 184 del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) contenido 

en la Ley 1437 de 2011. 

 

IX. CUANTÍA 

 

La naturaleza de las pretensiones de la presente demanda de nulidad no genera cuantía. 

 

X. NOTIFICACIÓN 

 

Las entidades que expidieron la norma demandada recibirán notificaciones en las siguientes 

direcciones: 
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Al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en la Calle 37 Nº 8-40, Bogotá DC y en 

el correo electrónico procesosjudiciales@minambiente.gov.co 

 

Y al suscrito en el Capitolio Nacional oficina 303 y en el correo electrónico 

oscar.villamizar@camara.gov.co 

 

 

Sin otro particular, 

 

 
ÓSCAR LEONARDO VILLAMIZAR MENESES 

Representante a la Cámara por Santander 

C.C. 91.540.094 de Bucaramanga 
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https://www.google.com/maps/dir/Cl.+37+%238-40+Bogot%C3%A1/@4.6250695,-74.0671264,19z/data=!4m8!4m7!1m0!1m5!1m1!1s0x8e3f9987bb8a31b3:0x78e34434fd1f2281!2m2!1d-74.0671264!2d4.6250695
mailto:procesosjudiciales@minambiente.gov.co
mailto:oscar.villamizar@camara.gov.co


	
	
	
	

	

Id
 D

oc
um

en
to

: 1
10

01
03

24
00

02
02

40
00

64
00

38
50

25
57

00
03


